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- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-017005-0007-
CO que promueve Jorge Antonio Bagnarello Orozco, se ha dictado la resolución que 
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literalmente dice: “Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. —San José, a 
las once horas y cinco minutos del dieciocho de noviembre del dos mil catorce. Se da 
curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Jorge Antonio Bagnarello 
Orozco, mayor, pensionado, portador de la cédula de identidad 1-238-354, vecino de 
San José, para que se declare inconstitucional la Ley N° 7858 y la Directriz N° MTSS-
012- 2014 publicada en La Gaceta N° 152 del 8 de agosto del 2014. Se confiere 
audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República, al Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, la Dirección Nacional de Pensiones, al Ministro de Hacienda 
y a la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Considera que las 
disposiciones impugnadas lesionan lo dispuesto en los artículos 11, 33, 34 y 45 de la 
Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General 
de la República, al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, la Dirección Nacional de 
Pensiones, al Ministro de Hacienda y a la Junta de Pensiones y Jubilaciones del 
Magisterio Nacional. Estima el accionante que la Ley N° 7858, violan los principios de 
legalidad, irretroactividad de la ley, razonabilidad e igualdad. En relación con la 
violación al principio del debido proceso, acusa el estado de indefensión en que se le 
colocó, al no habérsele notificado previamente y, por tanto, impedido ejercer la 
defensa correspondiente. Sobre el principio de irretroactividad de la ley, señala que el 
artículo 3 de la Ley 7858 dispone que el Ministerio de Hacienda, la Dirección General 
de Pensiones y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social serán los responsables de 
aplicar el tope fijado por ley a las pensiones vigentes de todos los regímenes 
contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional. Al hacerlo, se afectan 
derechos adquiridos y se hace una aplicación retroactiva de la ley. Sobre la violación al 
principio de igualdad indica que la Ley 7858 ordena por una parte, la imposición de un 
tope a cada una de las pensiones con cargo al Presupuesto nacional que excedan de 
diez salarios mínimos; al mismo tiempo, de manera expresa excluye de tal gravamen 
las personas de los exdiputados y algunas del régimen del Magisterio Nacional. Iguales 
vicios de inconstitucionalidad se pueden esgrimir en relación con la Directriz MTSS-
012- 2014. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante 
proviene del recurso de amparo que se tramita en el expediente número 14-014498, al 
cual se le dio curso por resolución de las diez horas cuarenta y nueve minutos del 
dieciséis de setiembre del dos mil catorce. Publíquese por tres veces consecutivas un 
aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos 
o procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. De 
conformidad con el artículo 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y por tratarse 
en este caso de una norma procesal, se suspende la aplicación de las normas 
impugnadas, lo que en el caso concreto supone la no implementación del tope de 
pensión a los montos actuales de pensión de todos los regímenes contributivos de 
pensiones con cargo al Presupuesto Nacional al que se refiere el artículo 2 de la Ley 
7858 y la Directriz 012-MTSS-2014, hasta tanto no se resuelva esta acción. Este aviso 
sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de 
lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es 
dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido 
en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es 
el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que 



son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos 
contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de 
los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán 
apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de 
interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o 
aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o 
improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en 
relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad 
con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha 
resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-
91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. —Gilbert Armijo 
Sancho, Presidente. 

 

- Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, que en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número 
14-013717-0007-CO promovida por Ronald Vargas Bolaños contra los artículos 18 y 22 
de la Ley N° 7476 denominada Ley Contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la 
Docencia, publicada en La Gaceta N° 45 del 3 de marzo de 1995, se ha dictado el voto 
número 2014-019296 de las nueve horas y cinco minutos del veintiséis de noviembre 
del dos mil catorce, que literalmente dice: 

«Se rechaza de plano la acción.» 

- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-017360-0007-
CO que promueve Cooperativa de Ahorro y Crédito Coopeande Número Uno R. L., se 
ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia. San José, a las catorce horas y diecinueve minutos del veinticinco 
de noviembre del dos mil catorce. Se da curso a la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por Alexandra Márquez-Massino Rojas, mayor, casada una vez, 
administradora, portador de la cédula de identidad número 1-668-013, en su condición 
de representante legal de Cooperativa de Ahorro y Crédito Coopeande Número Uno 
R.L., cédula jurídica 3-004-045027 contra el artículo 13 de la Ley 6839., por del 3 de 
enero de 1983. La norma dispone: 

“Artículo 13. —Para efectos de que el CENECOOP, el CONACOOP y los organismos de 
integración puedan recuperar con prontitud las sumas de dinero que, por concepto del 
porcentaje de los excedentes de las cooperativas, los correspondan, tendrán derecho a 
cobrarlos por vía ejecutiva. Con tal fin, las certificaciones que extienda la Dirección del 
CENECOOP, la Secretaría Ejecutiva del CONACOOP o la gerencia del organismo de 
integración, con base en el informe escrito del Departamento de Supervisión del 
INFOCOOP, tendrán el carácter de título ejecutivo.” Se confiere audiencia por quince 
días a la Procuraduría General de la República. Manifiesta la accionante que mediante 
sentencia 1993-0998, la Sala declaró inconstitucional el artículo 13 de la Ley N° 4179, 



cuyo contenido es igual al de la norma que se impugna a través de esta acción. Alega 
que la potestad de certificar solo puede ser desarrollada por el Estado u 
organizaciones paralelas a él. Otorgar a los sujetos privados facultades de imperio 
como son la ejecutividad y ejecutoriedad de los actos administrativos, lesiona el 
principio de igualdad procesal. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se 
refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación 
de la Cooperativa accionante proviene del párrafo primero del artículo 75 de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional en tanto existe un asunto previo que es proceso 
Monitorio, del Centro de Estudios Cooperativos Responsabilidad Limitada, CENECOOP 
R.L., contra su representada. En dicho proceso y para realizar el cobro, la actora está 
utilizando una certificación emitida por su Gerente General, la que según el artículo 
impugnado, constituye título ejecutivo que habilita hacer el cobro monitorio en vía 
civil. Publíquese por tres veces un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de 
la acción, para que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de 
lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales pendientes en 
los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no 
puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de 
aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la 
acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los 
procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir del 
recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, 
que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la 
suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera 
publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en 
asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 
aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en 
cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de 
inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, 
que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 
0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, 
sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. 
/Gilbert Armijo Sancho, Presidente». 

- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-017508-0007-
CO que promueve Antonio Álvarez Desanti, se ha dictado la resolución que 
literalmente dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las 
quince horas y treinta y ocho minutos del veinticinco de noviembre del dos mil 
catorce./Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Antonio 
Álvarez Desanti, para que se declaren inconstitucionales los incisos a), f), h), e i) del 
Artículo 22 bis de la Ley de la Contratación Administrativa y el Artículo 254 inciso a) del 
Reglamento de la Contratación Administrativa, por estimarlo contrario al artículo 112 
de la Constitución Política y el Artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, así como la libertad de empresa, el principio de igualdad y el principio de 



razonabilidad y proporcionalidad. Se confiere audiencia por quince días a la 
Procuraduría General de la República y a la Contraloría General de la República. 

Las normas se impugnan por considerar que la prohibición contenida en esas normas 
es contraria al artículo 112 de la Constitución Política, pues rompe con la intención del 
constituyente y van más allá de lo autorizado por dicho artículo. 

Asegura que de acuerdo con el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, el Estado costarricense debió adaptar sus normas internas para respetar los 
derechos consagrados en la Convención, que en este caso son los derechos políticos, 
razón por la cual el 112 no puede constituirse en una limitación a la participación 
política. En todo caso, al aplicar literalmente el 112 constitucional, éste solo prohíbe la 
participación de empresas si el diputado interviene como administrador, director o 
gerente de ellas, pero no así como socio. 

Por otro lado, reclama que las normas impugnadas violan el artículo 23 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, porque limitan su derecho a la 
participación política por cuanto al establecer limitaciones de ese tipo, lo obligan a 
escoger entre su patrimonio o su participación política, dado que es muy gravoso 
desde el punto de vista económico para su persona, su familia y entorno familiar 
ampliado, ya que al final debe renunciar a actividades empresariales privadas a cambio 
de participar en actividades públicas. Asimismo, señala que al amparo de lo 
establecido en la Convención, se limita el derecho que tienen los electores, en el 
sentido de que fueron ellos quienes lo eligieron y le otorgaron un mandato, que es 
ejercer como su representante ante la Asamblea Legislativa. Asegura que la normativa 
impugnada en buena medida impide que los empresarios accedan a cargos públicos, 
por el peligro inminente de verse inhibidos de contratar con el Estado y sus 
instituciones. También estima que se vulnera el principio de igualdad, al discriminar a 
un importante grupo de la sociedad. Por otra parte, considera que normas violan la 
libertad de empresa por cuanto prohíben totalmente la participación de empresas en 
que uno de sus socios sea miembro de los Supremos Poderes en las contrataciones con 
el Estado. Las normas son inconstitucionales por la falta de razonabilidad y 
proporcionalidad, al pretender controlar en beneficio del Estado y la ciudadanía, 
abusos y vicios en las contrataciones administrativas, estableciendo regulaciones 
totalmente abusivas y extremas que no cumplen con los tres requisitos de necesidad, 
idoneidad y de proporcionalidad propiamente dicha. Específicamente, el inciso f) del 
artículo 22 bis obliga a vender las acciones seis meses antes de ser electos, lo cual 
considera absurdo pues constituye un castigo y limita la participación política y el 
derecho a ser electo. Además, el mismo inciso establece que si la participación social 
se vende con posterioridad a esa fecha (seis meses antes de ocupar el cargo) la 
prohibición rige por toda la duración del nombramiento. Esta es una limitación severa 
y desproporcionada, ya que lo que indica es que existe una norma que proscribe de 
toda negociación pública a una empresa por un periodo exageradamente largo. Pero 
esa norma también es inconstitucional porque en el fondo constituye una limitación 
indefinida dado que la persona puede ser reelecta por varios periodos o nombrada en 
varios gobiernos de forma sucesiva. Aduce que los absurdos de los incisos a) y f) del 
Artículo 22 bis, son tan evidentes que para un grupo muy grande del entorno familiar 



de un funcionario con prohibición, se limita la posibilidad de hacer nuevos negocios 
mediante contrataciones con el Estado. 

Esa limitación es sumamente severa y limita las libertades de un número grande de 
terceras personas que no tienen ninguna incidencia en la definición que tome un 
familiar o socio de ser miembro de un Supremo Poder. Esta acción se admite por 
reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus 
artículos 73 a 79. La legitimación del accionante proviene del recurso de amparo 
número 14-017264-0007-CO. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el 
Boletín Judicial sobre la interposición de la acción, para que en los procesos o 
procedimientos en que se discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte 
resolución final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso 
sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de 
lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es 
dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido 
en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es 
el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que 
son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos 
contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse 
durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de 
los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán 
apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de 
interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o 
aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o 
improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en 
relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad 
con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha 
resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-
91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. /Gilbert Armijo 
Sancho, Presidente/.» 

- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 14-018294-0007-
CO que promueve Álvaro Sagot Rodríguez, se ha dictado la resolución que literalmente 
dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las trece horas y 
treinta y cinco minutos del veinticinco de noviembre del dos mil catorce. Se da curso a 
la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Álvaro Sagot Rodríguez, para que se 
declare inconstitucional el Acuerdo número ADJIP 280-2014, denominado “Medidas de 
ordenamiento para el uso de carnada viva para la flota pesquera comercial y de pesca 
deportiva en el Océano Pacífico Costarricense”, por estimarlo contrario a los Artículos 
50 y 89 de la Constitución Política, así como al principio precautorio y el principio de no 
regresión en materia ambiental. Se confiere audiencia por quince días a la 
Procuraduría General de la República y al Instituto Costarricense de Pesca y 
Acuicultura (INCOPESCA). La norma se impugna en cuanto establece que no requerirán 
de licencia de pesca para carnada viva las embarcaciones con licencia comercial de 
pesca pequeña escala, pesca mediana escala, pesca avanzada y pesca turística, así 



como las embarcaciones o personas físicas que se dediquen a la pesca deportiva y que 
utilicen carnada viva para ser utilizadas en sus propias faenas de pesca. Alega que lo 
anterior significa que si una embarcación obtuvo una licencia para pescar lo que fuere, 
automáticamente, tiene vía libre para pescar y usar carnada viva, lo cual antes del 
acuerdo no funcionaba así, pues anteriormente, todos necesitaban una licencia previa 
y específica en cuanto a las especies permitidas. Con el cambio normativo se permite 
pescar, dejando decenas de especies de vida marina consideradas como carnada viva a 
la libre (sin necesidad de licencia) para su captura, condicionando todo a que este tipo 
de carnada sea destinada “para las propias faenas”, pero ahí es donde está el peligro 
de poder abusar de la norma nueva y de la biodiversidad marina sin licencia alguna. 
Asimismo, reclama que el acuerdo impugnado no está sustentado en estudios 
científicos y técnicos para hacer el cambio de criterio, que arrojen luz sobre la 
situación real de la disponibilidad de carnada viva de las especies que pueden ser 
explotadas, lo cual considera una clara regresión a la restricción existente, al principio 
de objetividad y al principio de progresividad. Desde el punto de vista ambiental, la 
amenaza se concreta en el hecho de que la directriz aprobada por INCOPESCA coloca a 
los ecosistemas marinos (carnada viva de diferentes especies) en una situación lesiva, 
de clara regresión y de desprotección, pues supone regresar a un estado de menor 
regulación. Si antes la regulación y el control eran deficientes, especialmente, 
tratándose de un recurso que no es propiedad exclusiva de un grupo, sino que forma 
parte de la biodiversidad propiedad de todos los costarricenses, ahora con la 
modificación existe un irrespeto a los derechos de las presentes y futuras 
generaciones. Finalmente, asegura que la directriz impugnada no se sustenta en 
estudios de interacción con tortugas marinas, en especial rutas migratorias, y dado que 
las tortugas no son costeras, las medidas aquí planteadas amenazan con afectarla 
directamente, como afectó la práctica de palangre al principio del 2013, con un 
aumento de mortalidad de estos quelonios. Lo anterior, pese a que Costa Rica esta 
obligada a respetar las resoluciones COP2/2004/R1 y COP3/2006R2 de la Convención 
Interamericana para la Protección de la Tortuga Marina que requiere que el Estado 
reduzca los efectos de la pesca incidental sobre todas las especias de tortugas marinas. 
Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante proviene de la 
defensa de intereses difusos a que se refiere el párrafo segundo del Artículo 75 de la 
Ley que rige a esta Jurisdicción, por tratarse de la defensa y protección del ambiente. 
Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la 
interposición de la acción, para que en los procesos o procedimientos en que se 
discuta la aplicación de lo cuestionado, no se dicte resolución final mientras la Sala no 
haya hecho el pronunciamiento del caso. Este aviso sólo afecta los procesos judiciales 
pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo 
único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en 
que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo 
único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final 
en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a 
partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, 
claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo 
caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes 



en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta 
la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en 
cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de 
inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, 
que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y 
conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 
0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, 
sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Notifíquese. 
/Gilbert Armijo Sancho, Presidente». 

UNA PUBLICACIÓN 

Res. Nº 2014004630. —San José, a las dieciséis horas y cero minutos del dos de abril 
del dos mil catorce. Exp: 11-000329-0007-CO. Acción de inconstitucionalidad 
promovida por Álvaro Sáenz Saborío, mayor, casado una vez, Ingeniero Civil, vecino de 
San José, San Rafael de Escazú, Alto de las Palomas, portador de la cédula de identidad 
número uno-quinientos-cero setenta y dos, en mi condición de presidente con 
facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma y con la representación 
judicial y extrajudicial de la Asociación Cámara Nacional de Agricultura y Agroindustria, 
cédula jurídica número tres-cero cero dos-cero cincuenta y un mil trescientos dieciséis 
y Manuel H. Rodríguez Peyton, mayor, casado, vecino de Curridabat, portador de la 
cédula de identidad uno-trescientos cuarenta y uno-cuatrocientos noventa y cinco, en 
su condición de Presidente con facultades de apoderado generalísimo de la Unión 
Costarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado (UCCAEP), 
cédula de persona jurídica tres-cero cero dos-cero cinco seis tres ocho uno, para que 
se declare inconstitucional la Ley de Asociaciones Nº 218 de 8 de agosto de 1939, 
según reforma introducida por Ley Nº 8901, publicada en La Gaceta N° 251 del 27 de 
diciembre de 2010, la cual reforma el artículo 10 de la Ley de Asociaciones, Nº 218, de 
8 de agosto de 1939, el Artículo 42 de la Ley de Asociaciones Solidaristas, Nº 6970, de 
7 de noviembre de 1984, los artículos 345, 347 y 358 del Código de Trabajo y el artículo 
21 de la Ley sobre el Desarrollo de la Comunidad, Nº 3859, de 7 de abril de 1967, por 
estimarlos contrario a los artículos 25, 28, y 60 de la Constitución Política, el derecho 
de asociación, el principio de libertad y la autonomía de la voluntad, la libertad de 
sindicalización y por contravenir además los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad. Intervinieron también en el proceso el representante de la 
Procuraduría General de la República, (…) 

Por tanto, 

Se declara SIN lugar la acción. La Ley N° 8901 de 27 de diciembre de 2010 Ley de 
Porcentaje Mínimo de Mujeres no es inconstitucional siempre que se interprete que, 
los Órganos Directivos de las Asociaciones Civiles, Asociaciones Solidaristas, 
Asociaciones Comunales y Sindicatos, deben estar integrados respetando la paridad de 
género, deben estar integrados respetando la paridad de géneros, de forma 
progresiva y siempre que ello sea posible conforme a la libertad ideológica, el 
derecho de asociación y según la conformación fáctica y proporcional de cada uno 
de los géneros lo permita en la asociación en cuestión. Reséñese este 
pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el 



Boletín Judicial. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la 
República, a los accionantes y coadyuvantes. Comuníquese al representante del 
Ministerio de Trabajo. La Magistrada Garro Vargas pone una nota. —Gilbert Armijo S., 
Presidente. —Fernando Cruz C. —Luis Fdo. Salazar A. —Jorge Araya G. —Aracelly 
Pacheco S. —Alicia Salas T. —AnamariGarro V. 

Res. N° 2014013758. —San José, a las catorce horas treinta minutos del veinte de 
agosto de dos mil catorce. Exp: 12-017413-0007-CO. 

Acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marta Eugenia Acosta Zúñiga, mayor, 
casada una vez, portadora de la cédula de identidad número seis-ciento cuarenta y 
seis-quinientos setenta y nueve, en su condición de Contralora General de la 
República, según consta en el Acuerdo Legislativo N° 6496-12-13 del 22 de mayo del 
2012 para el período comprendido entre el 22 de mayo de 2012 al 7 de mayo de 2020, 
para que se declare inconstitucional el artículo 45 de la IV Convención Colectiva de 
Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. (…) 

Por tanto: 

Se declara SIN LUGAR la acción, y en consecuencia, el artículo 45 de la IV Convención 
Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal no resulta 
inconstitucional, siempre y cuando se interprete que el tope máximo de años para el 
pago de la cesantía no puede exceder de veinte. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensiona los efectos de esta 
sentencia en el sentido que la interpretación conforme que se hace tiene efectos a 
partir de la publicación del primero edicto de esta acción, todo sin perjuicio de los 
derechos adquiridos de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas en virtud de 
prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material. Reséñese 
este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el 
Boletín Judicial. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. 
El Magistrado Salazar Alvarado consigna nota. Notifíquese. —Gilbert Armijo S., 
Presidente. —Fernando Cruz C. —Fernando Castillo V. —Paul Rueda L. —Nancy 
Hernández L. —Luis Fdo. Salazar A. —Ana María Picado B. 
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